
EL CONDE DUQUE DE OLIVARES y LOS TRIBUNALES DE LA
CORTE: OPOSICION POLITlCA y CONFLICTO CONSTITUCIONAL*

Por Beatriz Cárceles de Cea

Con la llegada de la Edad Moderna, las cortes europeas, pasaron de ser
fundamentalmente itinerantes a ser estables 1, Esto propició que en su en­
torno se fortaleciera, consolidándose como entidades institucionales, el cuer­
po de servidores del monarca. Como consecuencia, se conformó un nuevo
tipo de corte política cuyos principios constitutivos ya pueden encontrarse
en la Baja Edad Media 2, Este proceso, provocó que por extensión, palacio
y corte, llegaran a identificarse, siendo considerados desde un punto de vis­
ta, político de forma paralela 3. A partir de aquí, la efervescencia de los di­
ferentes conflictos de gobierno que pudieran suscitarse, no se restringen a
palacio, sino que invaden su contorno, puesto que dichos conflictos se refie­
ren a una nueva corte de servidores y oficiales que han adquirido un prota­
gonismo destacado en el seno de la monarquía 4.

Partiendo de este sustrato, nos vamos a acercar al valido de Felipe IV,
el conde-duque de Olivares (1621-1643), a través de un tipo de documenta­
ción que se puede denominar literatura político-conflictiva, la cual estuvo

* Este trabajo corresponde a un resumen de una tesma de licenciatura leída en la UnI­
versidad Autónoma de Madrid, el12 de julio de 1983; un primer extracto de la cual se publicó
por la revista Parliaments. Estates and Representation, en el año 1987.

(1) Vid. Pérez Prendes, J. M., "Las sedes reales y otros mstrumentos de afirmación
del poder regio en la Baja Edad Media castellano-leonesa" en, Centralismo y descentralización.
Modelos y procesos históricos en Francia y España. Coloquio Franco-Español, Madrid, 10-14,
octubre (1984).

(2) Vid., Torres Sanz, D., La Admznistración Central Castellana en la Baja Edad Media,
Valladolid, (1982); especialmente, el cap. II, "El Rey y su Corte", pp. 27-51. También, Stone,
L., "El cargo y la Corte", en, La CriSIS de la Aristocracia 1558-1641, Madrid (1976). J. H. Elliott,
"The Court of the Spanísh Habsburgs: a peculiar institution?" en, Essays in honour of Sir H.
G. Koeningsberger, Cambridge (1987), pp. 5-24. Press, V., «The habsburg couat as Center of hte
Imperial Goverrnent", The Journal of Modern History, vol. 58, (1986). Para el papel que desem­
peñó la corte como centro cultural, vid. Dickens, A. G. The Courts Culture of Europe, Londres
(1977). Malcolm, R. Court Culture and the ortgtns of a royalist tradition zn Early England, Lon­
dres (1987); especialmente la parte II, "The Formatíon of a new Court Culture" También, Lux,
D. «Patronadge in the aye of absolutísm Royal Academies and State building policy in 17th­
century France" Wertern Society ior French History, 9 (1981), pp. 85-109.

(3) Cfr. Lalinde Abadía, J., "Ensayo de típología de la admínistración superior en la
historia de España", Annali della [undazione Italiana per la stona amministrativa, 4 (1967), p. 16.

(4) Sobre este protagonismo, Volker Press, apunta que, "Like its European counter­
parts the Imperial court wrtnessed the development of courtly structures and the bureaucranc
forms that grew out of or paralleled them...", op. cit., p. 525.
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formada por panfletos, memoriales, romances, letrillas, etc., que se encar­
garon de conformar una opinión hostil al valido, y que refleja los motivos
de oposición que alentaron el rechazo a Olivares. Fue durante su gobierno,
cuando este tipo de literatura alcanzó una extensión desconocida hasta en­
tonces, divulgándose en torno a las puertas de palacio, traspasándolas, lle­
gando a correr normalmente por las calles y mentideros de la corte, para
después extenderse por el resto de la corona de Castilla 5. También hemos
recurrido a consultas del Consejo Real y otros documentos de la época, así
como a textos de algunos teóricos o pensadores políticos, tales como Saave­
dra Fajardo. Fernández de Navarrete, Gracián, Luisa de Padilla, etc., a fin
de completar la información que la sátira nos proporciona.

El valido

Como ya destacara en su libro sobre los validos, Feo, Tomás y Valien­
te 6, el privado es el elemento disfuncional del orden político hispano duran­
te el siglo XVII. Como tal elemento, su justificación, para sus defensores,
y su vilipendio, para sus detractores, es el primer paso dado para delimitar
sus funciones. Es su nueva implantación, unida a la posición preeminente
que ocupa en la república, las que se constituyen en el centro de atención.
Estando su origen en un acto de voluntad regio, como supuesto director de
la política de la corona, se constituye en centro de ataques desde el momen­
to que su gobierno no se ajuste a la idea que de él tenga el súbdito.

El punto de partida de la oposición a don Gaspar presente en panfletos
y memoriales es su "método de gobierno". Este "método", se caracteriza co­
mo un medio peculiar de conducirse en los "negocios de Estado":

"No qUISO segurr discursos
de otro, que quiso él rmsrno
ser ejemplar de sí propio
inventando, no siguiendo" 7.

Su privanza se interpreta como un 1( artificio" en beneficio privado, cons­
truido ex novo, al olvidar la voz del regnum en el momento de tomar decisio­
nes de gobierno. Su estancia en el ministerio se explica a través de la mani-

(5) Sobre este tema el libro cláSICO de G. Marañón recoge abundante material, El Conde­
Duque de Olivares. La pasión de mandar, Madrid (1980). En cuanto a la gestación de los panfle­
tos en la Corte, J. H. Elliott da la noticia de que en una reunión de ministros del 14 de Julio
de 1640, Olivares dijo que los manifiestos revolucionarios que circulaban en Cataluña, no ha­
bían Sido escntos en Cataluña, sino en Madnd. La Rebelión de los Catalanes, Madnd (1977).

(6) Los validos en la monarquía española del siglo XVII, Madnd (1982).

(7) "Sátira al gobierno de Felipe IV rey de España sobre el valimiento del conde-duque
de Olivares y de don Luis de Haro", B. N. Mss 18.202. La opinión generalizada de que el gobier­
no de Olivares se acomodó a su ánimo particular se corresponde con la idea de que esta "obsti­
nación" política llevaba consigo la pérdida del remo. Feo. Melo así nos lo corrobora: "Por infa­
lible se puede contar la perdición del remo donde los negocios se han de acomodar al ánimo
del que manda, habiendo siempre el ánimo de acomodarse a ellos, llaman traición á aquel deli­
to que se encamina al daño particular del príncipe o del Estado, y no llaman traidor á aquel
hombre que por sus respetos descamina el príncipe y pone el Estado á peligro", Manual de
historia de los movimientos de separacion y guerra de Cataluña en tiempo de Felipe IV, B.A.E.,
Madnd (1912), t. 21, p. 484.
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pulación de la voluntad de Felipe IV con el recurso a métodos "ocultos" y
"réprobos". El soberano, conscientemente, no puede cometer un acto de ile­
gitimidad política, dejando obrar al valido. El delito más imperdonable para
los detractores del conde-duque es haber alejado a los vasallos de su "dueño
natural" con "perversas industrias". El aserto que el conocido papel de la
"Relación Política" hace en este sentido en cuanto a que "más parecía rey
que valido" 8, refleja una idea generaliza de que Olivares se había arrogado
competencias que sólo al rey pertenecían. Por su parte, el memorial del du­
que de Sesa expresaba este sentir de la siguiente forma: "V. M. es rey por
cuya conservación mira el conde para usar del oficio de rey y es V. M. un rey
de ceremonia, amado de sus vasallos por sí, y desamado por su gobierno".
La leyenda tantas veces comentada de que practicó una estrategia dirijida
a distraer a Felipe IV de sus obligaciones, debe ser leída en este contexto;
es decir, en un ambiente que se esforzaba por cargar toda la culpa en el vali­
do: " ...puso en abominación del rey el trabajo del gobierno, reduciéndole a
sí mismo el dominio absoluto, no dejándole al rey otro empleo que sólo es­
cribir debajo de los despachos Yo el Rey". Y, ello, "porque vano y ambicio­
so/ loco y soberbio, aspiraba/ no a igualdad, sino a tener/ la monarquía usur­
pada" 10. Con esta exculpación de Felipe IV, se lograba mantener incólume
sus atributos constitucionales pudiendo así recuperar su complicidad con
el súbdito. Era, por tanto, el conde-duque el único que había roto el vínculo
con el reino. Por consiguiente, la privanza se erige como un obstáculo entre
el rey y sus vasallos, al adoptar formas de proceder que impiden la comuni­
cación entre ambos. El consejero queda de este modo desplazado frente al
núcleo de poder que en torno a palacio y al valido se ha ido gestando !l.

En efecto, el valimiento se considera como un abandono de las funcio­
nes reales. Que Felipe IV gobierne por sí mismo es una de las demandas que
más se pueden leer en los papeles que en estos momentos circulan: "la ma­
yor culpa y más justa que estos reinos tenían de Vuestro Padre era haberse
-en estos últimos años- entregado tanto a un privado, que sólo a disposi­
ción suya estaban las cosas del gobierno generaL.". La alusión que aquí se
hace al gobierno de Uceda quien, aunque no llegó a ostentar tantos poderes
como su padre, sí disfrutó de un alto grado de independencia para manejar
los asuntos de gobierno 12, nos descubre el rechazo tajante da la figura del
valido con independencia de quién sea la persona que desempeñe sus fun­
ciones. En este contexto, el papel desempeñado por Olivares está lejos de

(8) "Relación política hecha por un embajador de Venecia al Senado sobre las cosas
más partIculares de la monarquia de España y su gobierno", B. N. Mss. 10.409.

(9) "Memorial dado por el duque de Sesa a Don Felipe IV", B. N. Mss. 18.175.

(10) "Relación muy verdadera de las crueldades e ímposíciones del Conde-Duque, en
toda la monarquía de España y partIcularmente la depravada voluntad con que ha deseado des­
truir y aniquilar el prmcipado de Cataluña y ciudad de Barcelona", B. N. R 6.852.

(11) Sobre este tema P. Fernández Albadalejo, ha sostenido que, "Desde su supenor pla­
taforma, desde la cúpula transparente y neutralizadora de tensiones que era la Corte, el mo­
narca absoluto 'desconstitucionalizó' el remo", "La transición política y la mstauración del ab­
solutismo", Zona Abierta, enero-marzo (1984), p. 73.

(12) Feo, Tomás y Valiente, op. CIt. p. 6 ss.
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adecuarse a los intereses de una nobleza cortesana que intentara por medio
de él controlar la suma potestad 13; por cuanto que, como se afirmara en el
memorial del duque de Sesa, " ...la culpa consiste en el sujetarse a uno y fiar
a uno" 14

La consecuencia lógica de este estado de cosas es que se coloque a Feli­
pe IV en la disyuntiva de elegir o al reino o al valido: " ...ya habrán llegado
a los oídos de V.M. las voces de sus reinos pidiendo justicia y que se casti­
guen los delitos que hubieren algunos ministros por cuyas manos ha pasado
el gobierno... más debe V~ M. a su reino que a un hombre" 15. Además, "no
es cordura hacerse odioso a todos los demás por favorecer sólo a uno sin
méritos, y despreciar el consejo de muchos buenos por tomar el de uno que
no lo es" 16 No sólo se rechaza al conde-duque, sino lo que es más impor­
tante, sus funciones. Se rechaza tanto su status político, al no ostentar un
reconocimiento institucional, como su proceder en las "materias de Esta­
do", al ser tachado de "absoluto". Habiendo asumido su papel de valido, apro­
piándose prerrogativas reales, su "delito", se halla no sólo en este hecho,
sino en la modelación que adquiere su política.

Es constante la preocupación de la Corte por dejar libre de todo vali­
miento usurpador a Felipe IV junto con el destierro de formas de gobierno
"absolutas". Para que el gobernante sea considerado legítimo, debe guiar
sus acciones al servicio de los vasallos 17, de acuerdo con una "utilidad co­
mún" que está en la base del "bien común" de Feo, Suárez. El monarca es
el único que puede hacer uso de las propiedades que le son inherentes como
soberano, ya que, en caso contrario, se produciría la usurpación del oficio
de gobernar. Consecuentemente, el valido infiltrado como una cuña en la mo­
narquía, provoca la desunión entre rey y reino. Al contrario que sucede con
algunos pensadores políticos 18, a través de la documentación que hemos se­
leccionado para nuestro trabajo, se puede constatar, que el soberano es un
mero administrador de la comunidad; es por ello por lo que la constitución
del poder del príncipe está determinada por el común. El rey no es más que
un sustituto "un administrador de aquel cargo subordinado a la suma po­
testas ..." Estos argumentos no deben entenderse como un intento de limitar
la acción del monarca, puesto que, como sostiene Maravall, "El poder mo­
nárquico no tiene una barrera que desde el exterior le limite, sino una medi­
da constitutiva de su naturaleza" 19, En definitiva, el soberano no tiene fa-

(13) Tal y como ha SIdo sostenido por Feo. Tomás y Valiente en su libro sobre los vali­
dos. Cfr. Bennassar, B., "La théone de la monarchie dans l'Espagne du Siecle d'Oret son adap­
tation au systéme du 'Valido" en, Les Monarquies, París (1986), pp. 70-71.

(14) "Memorial dado por el duque de Sesa..."

(15) "Segundo memonal que se dio a S. M. contra el conde-duque", B. N. Mss 7.968.

(16) De Padilla, L. Idea de Nobles y sus desempeños en aiorismos, Madnd (1639).

(17) Son muchos los ejemplos que pueden exponerse sobre este punto. Vamos a recu­
rrir de nuevo a L. de Padilla para ilustrar esta idea, así sostiene que las leyes " ...deben ser siempre
adecuadas a la utilidad de los súbditos" Lágrimas de la nobleza, Madnd (1639), p. 516.

(18) García Martín, J. M. "En torno a la naturaleza del poder real en la monarquía de
los Austrias", Historia, instituciones, documentos, 11 (1984), p. 141.

(19) La teoría española del Estado en el siglo XVII, Madnd (1944), p. 219.
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cultad para variar por propia iniciativa las atribuciones de su oficio al estar
determinadas por su naturaleza. La administración de justicia es el primer
cometido del príncipe, pero, dicha administración se halla conectada con el
sostenimiento de una serie de derechos agrupados por un interés mutuo cu­
ya complicidad conforma el interés general del reino. El "ministerio de go­
bernar", debe tener como objetivo, "i..mantener sus pueblos en justicia",
puesto que, "con esta virtud sola, como reina de todas, seguramente cum­
plirá el príncipe no sólo con las obligaciones de su cargo, pero le hará esta­
ble y perpetuo" 20. Dichas obligaciones, están impuestas por una constitu­
ción encargada de preservar los derechos del reino: "Sólo aquél es Señor
que rige con leyes justas a beneficio de (los subditos)" 21; pues, "la justicia
tiene su principio en los que gobiernan, y sin ella son como nube que no da
la lluvia" 22.

Son esta "justicia" y aquel "interés", los que han rechazado a Olivares,
tanto en cuanto que valido, como en cuanto que gobernante "absoluto". De
ahí, que una vez caído el conde-duque, se insistiera porque Felipe IV reto­
mara estos preceptos recuperando su diálogo con el regnum. De este modo
lo pide un memorial que salió e12 de mayo de 1643: "".estos reinos humil­
des le suplican vuelva por su reputación" 23.

El régimen polisinodial: el Consejo de Castilla

Cuando el cardenal Mazarino escribía al marqués de Caracena, miem­
bro del Consejo de Estado, reprobando la "pretensiones" del Consejo, que
aspiraba "".a parlamento como en Inglaterra lo que debe ser Consejo" 24, no
estaba sino poniendo sobre el tapete la urgencia de una reforma del cuerpo
institucional-cuyas características y naturaleza él mismo se encaga de su­
gerir en la carta mencionada-, la cual debería acabar definitivamente con
las capacidades y prerrogativas que tradicionalmente había ostentado el ré­
gimen de Consejos. Destruir la naturaleza de estas formas políticas, cuya
acción se apoya en un compromiso establecido con el príncipe, era uno de
los motivos confesados que se traslucen a través de las palabras de Mazarí­
no. Ciertamente, la orientación que, en este contexto, debían tener tales ins­
tituciones, fue continuamente cuestionada por los nuevos gobernantes his­
panos, de los que hace expresa mención el ministro francés, los cuales fue­
ron paulatinamente rompiendo con una serie de vínculos y normas que des­
plazaron las capacidades de gobierno del Consejo. Ello, no hace sino poner
en evidencia la voluntad común de estos gobernantes, enfrentados a simila­
res problemas, de transformar las relaciones entre los soberanos y cada una

(20) "Enfermedad de España escrita por un cortesano a instancia de un amigo suyo,
que le pidió su parecer sobre un papel de la Compañía de Jesús, cuyo títuloera causa y reme­
dio de los males de la monarquía de España", B. N. Mss 17.677.

(21) De Padilla, L. Lágrimas... p.516.

(22) tua. p. 513.

(23) "Segundo memorral.¿"

(24) B. N. Mss 17.525.
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de aquellas asambleas que se arrogan propiedades y derechos políticos. Sa­
car a la luz la importancia, en el contexto europeo, del Consejo, fiel repre­
sentante de los derechos del regnum, y su disputa con Olivares, como expo­
nente de un nuevo tipo de gobierno, es uno de los objetivos que nos hemos
planteado en el presente trabajo, y ello, a fin de estar en condiciones de va­
lorar la operatividad que este organismo ostentaba en relación con sus ho­
mólogos europeos.

En este epígrafe pasaremos a ver el estado de opinión, dotado de legiti­
midad, que en la corte se configura en torno a los Consejos y más concreta­
mente conrespecto al tribunal de Castilla. El primer paso dado por los opo­
sitores, entre los que hemos de ver la mano poderosa de los consejeros, es
el de dejar constancia de la naturaleza contractual de los Consejos.

Los Consejos conformaban un cuerpo homogéneo con una cabeza que
sobresalía: el Consejo Real. El mismo, se lo recuerda a Felipe IV en consulta
del 3 de junio de 1641: "Estas comunidades el día que se juntan constituyen
un cuerpo, y V. M. ha hecho cabeza de él al Consejo donde se halla presi­
diendo a los otros, y ellos asisten como miembros de é125• Dicho cuerpo tie­
ne su razón de ser en la complicidad establecida con el príncipe. Así nos lo
corrobora, por una nueva consulta del 10 de agosto de 1643: " ...porque la
institución del Consejo fue desde el principio que hubo reyes en estos rei­
nos, porque no pudo haber reyes sin Consejo, y en el instante que los hubo,
fue forzoso que hubiese Consejo, y muchos hacen autor de él a Cristo ntro.
Señor, porque de él comenzó el gran Consejo, y así se llamó príncipe y cabe­
za del gran Consejo..." 26. Olivares ya había caído cuando se redacta esta
consulta, por lo que hemos de interpretarla como un recordatorio a Felipe
IV de que debe gobernar con su aliado el Consejo. Este recordatorio viene
a culminar la campaña llevada a cabo en los años de gobierno del conde­
duque. Con él se dejaba constancia de que el ejercicio de gobernar sólo po­
dría llevarse a cabo por medio de una cuidada connivencia entre rey y Con­
sejo. Por otra parte, también se puede constatar en la consulta la perviven­
cia de una imagen teocéntrica del príncipe en la que la teología se presenta
como conformadora del concepto de justicia 27.

Rey sin Consejo se considera por casi todos una aberración. Luisa de
Padilla, escritora prolífera que escribió sus obras entre 1639 y 1644, es de­
cir, en torno a los años más críticos del valido, sostiene sobre este tema que
"No hay cosa más cierta que el no poder gobernar sin consejo y ser sólo Dios
el que no le ha menester. Esto nos dice el uso que tienen los príncipes sobe­
ranos en sus despachos con las palabras, mandamos y ordenamos, y no man­
do y ordeno... que conozca el que gobierna que no ha de ser a solas, sino con
la razón, justicia, y sabios consejeros... y es gran lástima que la cabeza o ayos
de la república se hagan niños, atropellando la justicia por dejarse guiar de
solos sus antojos" 28. A partir de aquí, pedirá al príncipe que " ...oiga a to-

(25) AHN, Consejos, lego 7.115.

(26) Ibid., lego 7.136.

(27) Vid. Nieto Sona, J. M., Poder Real. Fundamentos ideológicos del poder real en Cas­
tilla (siglos XIII-XVI), Madnd (1988), pp. 55 Yss. También, Parker, D. "Sovereingty, Absolutism
and the function of the law In seventeenth-century France", Past and Present, febrero (1989), p. 37.

(28) De Padilla, L., op. cit., p. 520.
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dos, déjese ver, y informar a cada uno de su negocio, que a los que así no
lo hacen llamó Isócrates tiranos" 29. En efecto, la tiranía que se imputa a
Olivares, como aquí se sostiene, tiene que ver con la ruptura del vínculo exis­
tente entre rey y Consejo en el proceso político. Tal y como apuntó Mara­
vall, la tiranía no se refiere a un "capricho" personal 30; sino que, al contra­
rio, lleva inmerso un problema político.

En una consulta de 1622, el presidente del Consejo de Castilla, recuerda
a Felipe IV " ...que de la manera que el origen de las monarquías se derivó
del común consentimiento y elección del pueblo dando el poder soberano
a uno solo con pacto y condición y para fin y efecto de que se encargarse
de conservarle en justicia que es el origen y fundamento de la paz, así el Con­
sejo fue establecido precisamente para el cumplimiento de este contrato en­
tre rey y reino, que como el más principal vínculo que se puede ofrecer se
debe conservar en los ministros de él" 31. El Consejo de Castilla, se presen­
ta a sí mismo como el segundo cuerpo que conforma la unidad de la coro­
na 32. Pues, en el momento de su constitución, al tener como fin la salvaguar­
da de los derechos del reino, retomó la representación de la república, lo
cual le es posible merced a su preeminencia jurídico-política. Siendo el lla­
mado a defender los derechos del común súbdito, lo es asimismo de cum­
plir con los preceptos que la comunidad impone.

Como ya hemos apuntado, uno de los hechos imputados a Olivares es
su "nuevo método" de gobierno. Por éste "método" se entiende la ruptura
del contrato que mantenía unidos al rey y al Consejo. Su política contra es­
tos tribunales se interpreta como una sucesiva manipulación de los diferen­
tes "instrumentos" del reino en su consciente soslayo de los verdaderos de­
positarios de la potestad. Como consecuencia, durante el gobierno de Oliva­
res tiene lugar una identificación entre "poder absoluto" y "tiranía", de for­
ma similar a como se produjo en la guerra civil inglesa 33 0 Dicha tiranía lle­
va aneja la ruptura de un pacto político.

El "poder absoluto" es siempre ilegítimo a los ojos del reino. Ni siquie­
ra se considera como un atributo de oficio 34, sino que se rechaza tajante­
mente. Lo que, sin duda, no deja de reconocerse, es la preeminencia del prín­
cipe, aceptada tanto con respecto a los demás monarcas europeos, como Man­
ning apunta para el "poder absoluto", como por relación a los demás pode-

(29) Ibid. p. 522.

(30) " ...observan nuestros escritores del siglo XVII una nueva forma de tiranía... Bar­
tola había hablado de una tiranía velada o tácita que consiste en que un gobierno recto y libre,
algunos, abusando del cargo que ostentan o sin tener nmguno, se Imponga a los órganos legíti­
mos de poder y oprima a los ciudadanos", op. cit. p. 403.

(31) B. N. Mss 17.635.

(32) Vid., García Pelayo, M., "La Corona. Estudío sobre un símbolo y un concepto polí­
tico", Cuadernos Hispanoamericanos, abrí! (1967), pp. 11-48.

(33) Sharp. K., Political ideas 01 the English Civil War, Londres (1983), p. 39. También
Francia sufrió esta guerra de panfletos, la cual fue especialmente agresiva entre 1624 y 1626.
Vid. Lecler, R. P. J., "Les principes de Richelieu sur la sécularisatíon de la politique francaíse",
Cahiers d'Histoire, 4 (1959), p. 41.

(34) "Atributo", según el sentido dado por J. Daly para el caso inglés: "Thus the word
(absoluto) denotes a particular attribute of office, rather than.a form of goverrnent", "The Idea
of Absolute Monarchy m Seventeenth Century England", The Historial Journal, 21, 2 (1978), p. 229.
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res existentes en la república 35. Mas, en este caso, ha de entenderse como
un juego de fuerzas en el que dicha "concesión", responde a un orden previo
en el que el príncipe se ajusta, sin que tenga capacidad para modificarlo,
tal y como sería propio de ostentar dicho "poder absoluto".

El régimen de Consejos, detrae la mayor parte de denuncias desplega­
das en la corte contra el conde-duque, debido a su intento de privarles de
"autoridad". La tradición desempeña aquí un importante papel como legiti­
madora del proceso político en una forma similar a la de los demás rei­
nos 36. En Castilla, este hecho adquiere un protagonismo especial frente a
las "novedades" introducidas por el favorito de Felipe IV, al ser culpable
de la transformación de las relaciones de poder a partir de una sede de ata­
ques y vulneraciones a las fórmulas encargadas de mantener una relación
contractual. Aunque, tampoco faltan recordatorios constitucionales, como
es el caso del procurador Lisón y Viedma, de la función de las Cortes 37, lo
cierto es que el Consejo ocupa un lugar preeminente llegándose a arrogar
el cometido de defensor del pacto estatuido con el príncipe. El Consejo es
uno de los principales bastiones con los que cuenta la república para hacer
frente a posibles tendencias "absolutistas".

Mas, lo que ahora preocupa en la corte, es la estrategia llevada a cabo
por Olivares con respecto al régimen polisinodial. En la "Relación Políti­
ca">, se recoge lo que se entiende como una desvirtuación de la esencia de
los Consejos llevada a cabo por el valido: "Con semejantes venenos adorme­
cidos tácitamente, el rey se valió de opio más fuerte para adormentar asi­
mismo el robusto cuerpo de los Consejos tan necesarios a la conservación
de la monarquía... dejándolos sólo el nombre y apariencia de Consejos, y con
tal disposición les destruyó la autoridad y disminuyó el crédito, que fue hur­
tar sin recate el original y dejar fraudulentamente la copia".

Los contemporáneos no eran ajenos a las transformaciones institucio­
nales que, de forma incipiente, comenzaban a alentar monarcas y minis­
tros 39. La adecuación de estos tribunales a los intereses ejecutivos del
conde-duque, provoca la lógica resistencia de las instituciones que ven con
ello perder sus privilegios y prerrogativas. En esta línea, haciéndose eco de
los nuevos nombramientos llevados a cabo por don Gaspar, se le reprocha
haber depuesto" ...consejeros del Consejo Real y otros tribunales enteros sin

(35) Manning, B., "Los nobles, el pueblo y la constitución", CnSIS en Europa 1560-1660,
compilación de Trevor Aston, Madrid (1983), pp. 235-258.

(36) Para el caso Italiano H. G. Koenigsberger, ha sostemdo que " ...the relationshíp bet­
ween the ruler and parliament for al! therr awareness of the community of interests and tradi­
tion, that hound them together, was mevItably a relationship that involved the problem of the
distributlon of power. Now the distributíon of power atamy one moment, reston consent, and
tradition may be regarded as a form of consent", "The Italian parliaments from their crigins
to the end of the 18th century", Journal of ltalían History (1978), p. 25.

(37) Vid. Vilar, J., "Formes et tendances de l'opposition sous Olivares: Lisón y Viedma,
defensor de la patria", Melanges de la Casa de Velázquez (1971).

(38) Op. cit.,

(39) Carsten, Princes and Parliaments, Nueva York (1959) Dowart, R. A., Administrative
reform under Frederick William 1, Cambndge (1953).
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más justificación que su propia voluntad" 40. Aludiendo a la acepción de
consejeros por parte del valido, problema que era consustancial a otras cor­tes europeas 41, se está denunciando las consecuencias que de tal hecho se
derivan en cuanto a la pérdida de "autoridad" de los tribunales:

"Dejarás los Consejos
echando de ellos los ministros viejos
prudentes y celosos
deja sólo ignorantes y ambicíosos
para cosas pequeñas
seguirán tus señas" 42

Por tanto, no sólo es motivo de denuncia la manipulación de los miem­
bros del tribunal, sino las consecuencias que ello trae consigo: la manipula­ción de sus propiedades institucionales. De este hecho, la "Relación políti­ca" da cuenta tajantemente: "Conocía bien el conde que no era posible ani­
quilar los Consejos, pero también conocía que no era imposible debilitarlos,porque donde no se puede destruir, se desautoriza en los efectos, ya que no
se puede desautorizar en la apariencia, ni obscurecer con eclipses los rayos
que tienen con las luces connaturales los resplandores. Su intención fue del
todo no quitar los Consejos, porque sería escandalizar la república, bien síde privarles de la autoridad, porque así convenía sus fines".

Reducir las competencias del Consejo y su autoridad es la prueba más
clara que demuestra el "absolutismo" de Olivares. Ciertamente la "descom­posición" de estos instrumentos del reino por el conde-duque, refleja un pro­
blema de poder entre el favorito y el súbdito. Detrás de la resistencia de es­
te último, se halla un problema de cómo armonizar las prerrogativas de lacorona con los derechos del súbdit0 43, como es propio de un conflicto cons­titucional. Sin embargo, esta armonía cuenta con una tradición en la repú­
blica en la que, el equilibrio de un statu quo mantenido en las relaciones depoder en el proceso político, se conforma de acuerdo con una opinión co­mún generalizada.

En efecto, las fricciones que pueden suscitarse entre ambos correspon­den a un problema de control político susceptible de negociación; extremo
este del que, sin duda, son buena muestra las negociaciones llevadas a cabodesde el reinado de Felipe Il, entre rey y Cortes, debido a la imposición de

(40) B. N. Mss 18.188. Esta acusación se apoyaba en lo que la doctrina legitimó como"justa causa rernotíonís" García Marín, J. M., La burocracia castellana bato los Austrias, Ma­drid (1986), p. 242.

(41) Vid.,Dunkley, K. M., "Patronage and power m Seventeenth-Century France: Riche­lieu's Clients and the Estates of Brrttany", Parliaments, Estates and Representation, vol. 1, n"1, juruo (1981), pp. U3. Para el caso inglés, vid. Levy Peck, L. «For aking not to be bountifulwere a fault: perspectives on Court Patronage in Early Stuart England", Journal of British Stu­dies, vol. 25, n? 1, enero (1986), pp. 31-61.

(42) "Cueva de Meliso. Apología contra el Tarquino español Conde-Duque de Olivares",B. N. Mss 5.801.

(43) Manning, B., op. cit.,



16 CUADERNOS DE INVESTIGACION HISTORICA

los millones, un verdadero impuesto pactada 44. Los conflictos que tienen lu­
gar frente a Olivares y sus tentativas de reformar la monarquía a partir de
una suprema "razón de Estado" -en donde hemos de incluir los intentos
de subrogar el servicio de millones-, obstruye cualquier tipo de negocia­
ción. La reforma no puede ser aceptada, no sólo porque atenta contra los
intereses de la república, sino también porque la opinión del súbdito no se
tiene en cuenta para su realización 45.

Además, si es cierto que la reforma planeada por Olivares a menudo lle­
ga a depender de los imperativos de la guerra, no lo es menos que estos im­
perativos fueron precisamente los que facilitaron la transformación de los
derechos del súbdito, por lo que, en último término, los conflictos interna­
cionales no hicieron sino favorecer esta evolución que el conde-duque inten­
tó con su reforma; aunque paradójicamente, dicha reforma tuviese que ser
pospuesta. Pero, pasemos a ver cómo se entiende en la Corte dicha transfor­
mación en lo que se refiere a la custodia de los derechos del reino.

El Consejo y la representación del reino

En la corte, la apelación a los derechos del reino es una constante a lo
largo del gobierno de Olivares. Esta demanda tiene su aplicación concreta
en los privilegios que albergan en torno a palacio. Es aquí donde, la legiti­
midad del Consejo destaca como fiel representante de una constitución de
raigambre pactista, la cual tiene su origen en el más abstracto concepto de
regnum. Por tanto, las demandas que afloran en la corte se configuran por
relación a unos derechos, los del reino, que le proporcionan la cobertura cons­
titucional imprescindible para dotarse de la legitimidad pertinente en el mo­
mento de presentarse ante Felipe IV con demandas de gobierno.

Un no inestimable papel desempeña en este contexto la imagen y, por
ende, la legitimidad que el reino tuvo del Consejo, y viceversa, en el interior
de la monarquía, pues, en gran parte, de ello depende el porcentaje de apo­
yo y validez de su opción política. Ya ha sido estudiado para el caso inglés
por la prof. E. S. Cope dicho fenómeno. A través de su trabajo se puede cons­
tatar que la operatividad del parlamento respondió en gran medida al mar­
gen de maniobra que la opinión común le concedía, sobre todo, a partir de
dos premisas fundamentales como son la tradición y el Derecho 46. En lo que
se refiere a Castilla, podemos destacar que, de hecho, existe una estado de

(44) "tasa pactada", en términos de Jago, C., "Habsburgo Absolutlsm and the Cortes
of Castile", American Histortcal Revíew, 86 (1981), p. 312. Sobre el mismo tema vid., Fernández
Albadalejo, P. "Monarquía y Reino en Castilla 1538-1623", Institute Internacionale di storia eco­
nomica 'Francesco Daitini', Prato, abril (1982); "Monarquía, Cortes y 'cuestión constitucional'
en Castilla durante la Edad Moderna", Rev. de las Cortes Generales, 1 (1984). Finalmente, Thomp­
son, I.A.A., "Croown and Cortes in Castile 1590-1665", Parliaments, Estates and Representation,
2, n ". 1, junio (1982).

(45) En algún caso, la reforma, puede mcluso ser esgrimida en favor de un viejo orden,
tal y como ocurrió con la gentry pocala en el siglo XVI. Vid., Miller, J., "The Polish Nobility
and The Reinaissance Monarchy: The 'executión of the Laws' Movement: Part One", Parliaments,
Estates and Representatton, vol. 3., n? 3, diciembre (1983).

(46) Cope, E. S., "Public images of Parliament during íts absence", Legtslative Studies
Quarterly, VII, 2, mayo (1982).
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opinión ampliamente generalizado que está presente, bien a través del pen­samiento político propiamente dicho 47; bien a través de las campañas de
opinión desplegadas por la corte por medio de panfletos, en donde hemosde incluir las consultas elevadas por el Consejo de Castilla a Felipe IVo Entodo ello, está presente una realidad política fuertemente enraizada en larepública, en la que el gobierno se halla, por tradición y costumbre, vincula­do al régimen polisinodial merced al mismo origen de la comunidad civil,
fruto de un pacto político. Dicho vínculo, lleva aparejados una serie de dere­
chos y privilegios contra los que el príncipe no puede actuar.

Olivares, catapultado en un principio por el espíritu reformista impe­
rante en la monarquía que deseaba sacarla de la situación de estancamientodel ínter regnum pacifista de Felipe III48, desoye esta "opinión legítima", y
no duda, en la práctica, en optar por el enfrentamiento, el cual ya se puso
de manifiesto en la actitud del valido en las Cortes de 1623 49, al construir
el programa de gobierno, y concebir su realización, sin ningún vínculo recí­proco con el súbdito. Por lo que, si es cierto que, normalmente, el gobernan­te no deseó la ruptura, tal y como ha sostenido el prof. C. RussellP, no lo
es menos que, en realidad, aquélla es una consecuencia de las políticas se­guidas por los primeros ministros, y de la que el propio conde-duque fue
consciente en todo momento; y ello, a pesar de sus manifestaciones en senti­do contrario 51 0 En efecto, en su programa de reforma, y asimismo, como
consecuencia de los imperativos de la guerra de los Treinta Años, llevaban
en sí determinaciones que obligaban al choque, desde el momento que conello se soslayaba el lenguaje tradicional, recíproco, que debía caracterizarlas relaciones entre rey y reino. Además, no podemos preterir que la apela­
ción al "supremo interés del monarca", de hecho, se utilizaba como como­
dín justificativo en el momento de adoptar una medida que llevase apareja­
da algún menoscabo de los derechos del súbdito, desterrando, como conse­cuencia, cualesquiera otras justificaciones llegadas del lado del regnum, aun­
que estuviesen amparadas por las sacrosantas tradición y costumbre.

El conde don Antonio de Xerley, respondiento a este dilema, acreditaal conde-duque, con las siguientes palabras: " ...es verdad que todos los gran­
des, y extraordinarios ejemplos que salen de la resolución de un estado tie­nen algo de pesado y de riguroso y muchas veces de inxusto pero cualquier
particular agravio es mas que vien pagado con el provecho publico que sub­
zede este dictamen..."s2 o El "provecho público", esto es, la "razón de Esta­
do", es la que se ve enfrentada con la "utilidad del súbdito", con el "bien

(47) Vid., Maravall J. A., Teoría ... op. cit.

(48) Elliott, J. H., "El programa de Olivares y los movrrruentos de 1640" en, La Españade Felipe IV, Historia de España de R. Menénde; Pidal, T. XXV, Madrid (1982), p. 213.
(49) iua.
(50) Russell, eS.R., "Monarchíes, wars, and Estates in England, France and Spam c.1580-c. 1640", Legislative Studies Ouarterly, VII, 2, mayo (1982), p. 213.
(51) Así, en una Junta reunida el 27 de junio de 1628, había afírmadado que "son mu­chas las cosas que fueran mejor no ser como son, pero mudarlas sería peor" Ellíott, J. H. Ri­chelieu y Olivares, Barcelona (1984), p. 38.

(52) Peso polittco de todo el mundo del Conde D. AntOnIO de Xerley, ed. de C. Viñas Mey,Madrid (1961), p. 101.
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común" que legitimara la escolástica como fin del poder. En este punto, da­
da la configuración política de la monarquía hispana, ocupa un lugar desta­
cado el Consejo, como cumplido representante de dicho imperativo.

Como consecuencia de este estado de cosas, aquella ruptura 'subyacen­
te en el programa de Olivares, apunta directamente contra la naturaleza del
régimen conciliar desde el instante que uno de sus primeros objetivos se cen­
tra en el desmantelamiento de su principal atributo: su carácter contractual.
Es éste el que una y otra vez es traído a colación por parte del Consejo, tanto
a través de las consultas, como en las comidillas de la corte, por cuanto que
en ello se basa su capacidad de gobierno en la que una supuesta "vía del
Consejo", llega a adquirir la condición de legitimadora del proceso político.
Esta tiene su origen en la capacidad política de la comunidad civil de ejer­
cer funciones de gobierno a través de sus instituciones y representantes 53.

Teniendo el poder su origen en la justicia 54, de acuerdo con un previo or­
den natural constitutivo de la república, el súbdito está siempre capacitado
para intervenir en el gobierno en conjunción con el príncipe merced a una
relación de contrato que tiene como razón de ser la realización de los fines
de la comunidad, esto es, el "bien común". Este, se hará factible mediante
la administración de justicia, primer imperativo que obliga al gobernante,
por cuanto que en ella se encuentra el origen del poder. Dicha administra­
ción, no pudiéndola llevar a efecto el rey por sí mismo, se canaliza a través
de toda una red de jurisdicciones que responde a las particulares demandas
y necesidades de la comunidad, la cual se ordena en función de una parcela­
ción de competencias de las que no puede ser enajenada, pues, dichas com­
petencias poseen el rango de derecho. Son estas capacidades las que pro­
porcionan una serie de funciones privativas a la institución y oficial, en tor­
no a las cuales se conforma el régimen de Consejos, alcanzando inmediata­
mente el rango de potestad que le hace susceptible de presentarse ante el
monarca con atributos políticos y de gobierno 55.

Conformado como canal de acción política y de gobierno, el "canal del
Consejo", lleva en sí la defensa de una constitución conciliar 56, de natura­
leza jurídica, básicamente pactista, que se engloba en lo que de forma gené­
rica se constituye como la "opción del reino". Esta, aparece como un sustra­
to polarizado eminentemente corporativo, con toda una red jurisdiccional
de intereses y afinidades sectoriales que tiene su principal razón de ser y
apoyo en fuerte vínculos atrincherados en su particular jurisdicción y privi­
legio, merced a la legitimidad que le proporciona el ser los representantes
del "bien común". Dicho "bien" se canaliza a través de la administración
de justicia, de la que los tribunales están encargados, por lo que, en definiti­
va, esta administración es la que está en condiciones de garantizar la defen-

(53) Cfr. Maravall, J. A. y, Del Peral, D. J., "11pensiero politico del Seicento" en Storia
delle Idee politzche economiche e sociali, dirigida por L. Firpo, Torino (1972).

(54) Sobre el tema Cfr. Kantorowicz, E., los dos cuerpos del rey, Madrid (1985). Y, Reu­
los, M., La notion de "iustice" et l'acttvité administrative du ROl en France (XVe-XVIIe siecles),
París (1980). .

(55) Vid. Cavanna, A., La storta del Diritto Moderno (secoli XVI-XVIII), nella ptu recen­
te storiografia Italiana, Milano (1983), p. 86.

(56) Fernández Albadalejo, P., "Monarquía..." op. cit.



EL CONDE-DUQUE DE OLIVARES Y LOS TRIBUNALES DE LA CORTE 19

sa de su derecho, siempre y cuando sean respetadas sus prerrogativasjurídico-políticas.
Es el "interés supremo del reino" el que, entendido en un ámbito princi­

palmente político, ha de conformar la realidad constitucional que debe dar
sentido y explicar el entramado de gobierno. Sobre esta base se configurantoda una serie de normas de procedimiento, que no siempre llevan una re­
glamentación jurídica. La operatividad de estas normas lleva aneja la posi­
bilidad de hacer de garante del orden político-institucional de la polisinodia.

Reino y monarca, son los dos polos a partir de cuya unión se pone en
marcha aquella "administración de justicia", a través de una compleja com­
partimentación jurisdiccional en la que cada organismo/institución tiene una
relación de contrato con el príncipe; contrato que se refiere tanto a la comu­
nicación bilateral, como al más amplio pacto originario establecido con la
república. Es la defensa de "ambos contratos", de idéntica raíz y motivo,
la que determina que las relaciones entre rey y reino se mantenan en un punto
de equilibrio contractual, en cualquier tema de justicia o gobierno. A partir
de él, el vasallo obtiene la pertinente capacitación jurídico-política para de­cidir sobre aquello que se halla bajo su jurisdicción, así como sobre las dis­
posiciones de la corona, y esto, gracias a una "opinión legitimida" en torno
a la cual se conforman las relaciones de poder, y donde no hemos por menos
de destacar el papel que desempeña la costumbre como sustentadora de es­te orden.

En última instancia, el reino es el que da forma y reúne un statu quaeminentemente atomizado, en el que la misma jurisdicción real no era sino"una de tantas" 57, yal que se apela como estadio superior llamado a con­
formar con el príncipe la realidad de la monarquía. En este contexto, la re­
presentación del reino, la adquieren el conjunto de instituciones que por símismas, y cada una en su ámbito de actuación, son las encargadas de garan­
tizar el interés de la república 58. No se trata, por tanto, de que una institu­
ción reúna y represente el interés general del reino, tal y como corresponde­
ría a unas Cortes o a un parlamento. Al contrario, cada una de ellas, obede­ciendo a unos mismos principios y normas 59, se encarga del mantenimien­
to de éstos, desde el momento que en ello basan todos sus derechos y
privilegios, y su capacitación política, que conforma el interés de la comuni­dad. Por consiguiente, éste se caracteriza primordialmente por su atomiza­
ción de ahí que su defensa deba materializarse similarmente de forma ato­mizada.

Si bien, hemos de recordar, que sí existe un organismo dotado de ma­yor prestigio, dada su mayor antigüedad, al resto de los Consejos 60, y éste

(57) López Rey, M., "La jurisdicción común castellana en elsiglo XVI (un intento deconstrucción histórica)", Rev. General de Legtslacion y Jurisprudencia, t. 166, abril (1935), pp.447-507.

(58) Para el caso italinao, cfr. Koemgsberger, H. G., "The Italian parliaments...op. cit.Mientras que para el caso francés puede verse Di Rienzo, E., "Instituzioni e teorie polinchenella Francia Moderna", Studi Storici, 2, abril-jumo (1982).

(59) Lalinde Abadía J., "Notas sobre el papel de las fuerzas políticas y sociales en eldesarrollo de los sistemas iushistóricos españoles", A.H.D.'E., (1978), p. 256.
(60) Vid., De Dios, S., El Consejo Real de Castilla (1385-1522), Madrid (1982).
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no es otro que el Consejo de Castilla. Además, él mismo, como hemos apun­
tado, se considera el defensor por excelencia del bien de la comunidad. Em­
pero, ello, por cuanto que es el representante más destacado de este micro­
cosmos, no porque se arrogue toda la representación, pues cada tribunal aúna
sus propios intereses.

Como ha sostenido el prof. P. Fernández Albadalejo 61, el reino por sí
mismo no poseía operatividad; pero, de hecho ésta la obtenía a través de los
instrumentos político-institucionales con los que contaba para la defensa de
derechos y privilegios. El interés de la república encuentra la canalización
pertinente por esta vía. La interdependencia entre rey y reino, mantenida
a través del discurso político, es la expresión acaba de una legitimidad de
gobierno que se constata a través de cada uno de los estadios de dicho pro­
ceso en los que la consulta ocupa el primer lugar. Los principios constituti­
vos de la institución, de naturaleza jurídica, determinan la progresiva vin­
culación entre el Consejo y el príncipe, desde el momento que este último
posee en tal naturaleza las premisas que marcan sus dictados. Si es cierto,
que este ensamblaje se conforma en torno a la coparticipación en las "mate­
rias de Estado" de acuerdo con un consilium de origen medieval 62, no lo es
menos, que este consilium se adecúa ahora a una realidad orgánica en la que
se institucionaliza como una vía de procedimiento inherente a la monarquía.
Este procedimiento, tiene como base un cuerpo profesionalizado de colabo­
radores, con un bagaje de conocimientos jurídicos adquiridos en la univer­
sidade ", a partir de los cuales obtienen prerrogativas de gobierno 64. No se
trata, por tanto, de que los hombres más poderosos de la república dominen
estas asambleas, tal y como ocurre en la Italia Medieval 65, sino de que, una
nobleza de toga, con un auténtico sprit de corps, se aglutina en la institu­
ción, favorecida por su ascendiente en colegios mayores y universidades 66.

Tanto la nobleza como la institución se funden en intereses y objetivos, lle­
gando a ser un poder real 67. Constituida, en una auténtica nobleza 68, reto­
ma propiedades de este grupo en el momento de ostentar una legítima rela­
ción contractual, amén de las prerrogativas que en este vínculo posee como
consejero: una coordinación de intereses, una consciencia de cuerpo insti­
tucionalizado, lo cual le proporciona la posibilidad de garantir por sí mis­
mo el compromiso con el príncipe.

Es a este mutuo acuerdo al que una y otra vez se alude en la corte a fin
de que salga airoso en su relación con Felipe IV, y es asimismo, en este pun-

(61) Op. cit.

(62) Koenigsberger, H. G. Op. cit.

(63) Kagan, R. L., Universidad y SOCiedad en la España Moderna, Madrid (1981).

(64) Maravall, J. A., "La formación de la concrencia estamental de los letrados" Rev.
de Estudios Políticos, julio-agosto (1953), pp. 53-8l.

(65) Koemgsberger, H. G., op. ctt.

(66) Kagan, R. L., op. cit.

(67) Cfr. Cavanna, A., op. cu.

o _ (68) _ Sob~e el tema vid., Márquez Villanueva, F., "Letrados, Consejeros y Justicias" (ar-
ticulo resena), Hispanic Review, 53 (1985). Y, Fayard, J., Los miembros del Consejo de Castilla
(1621-1746), Madrid (1982).
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to en donde el Consejo adquiere la representación de la comumdad, por cuan­
to que, con el mantenimiento de su vínculo se garantiza el vínculo general
con el súbdito. En una carta de 28 de mayo de 1643, en la que se refiere al
destierro sufrido en Loeches y la expulsión de su mujer de palacio, Olivares
comenta: " ...y dice el Reyno y el Pueblo, es lo más grazioso de todo, como
si esto del Reyno fuese cosa que es posible que naide sepa, sino cada uno
lo mide como le está bien..." 69. Claramente, deja ver el valido la heteroge­
neidad de elementos que conforman el reino, sobre todo a la hora de esta­
blecer cuáles son sus objetivos e intereses. Es esta multiplicidad la que en­
cuentra en la corte su fiel exponente por medio de los Consejos quienes, co­
mo apunta Olivares, amoldan a sus intereses una representación de la que
todos los poderosos se hacen partícipes.

Similarmente a como ocurría con la nobleza en la Edad Media 70, aho­
ra, el conjunto de instituciones de la monarquía, se arrogan, en efecto, la
mencionada representación como consecuencia de su prestigio y poder. Exis­
te una completa identificación entre el interés/imagen del reino, y el inte­
rés/imagen de la polisinodia. Esta analogía adquiere por parte del Consejo
una comunidad de objetivos, entendidos desde un punto de vista constitu­
cional y, por supuesto, al margen de los conflictos de competencias y fric­
ciones que, fruto de los desajustes pudieran producirse, lo que se traduce
en una opción política definida marcadamente sinodial y pactista. Es así co­
mo la canalización de los intereses y derechos del reino, experimentan las
misma conformación sinodial; una comunidad ordenada en un grupo de po­
deres con fuertes vínculos corporativos a partir de los cuales se constituye
el privilegio. Este privilegio, sirve como coordinación del interés general del
regnum. desde el momento que su defensa implica a todos. Por lo que, es el
privilegio el principal culpable de que el súbdito esté en condiciones de es­
grimir una relación contractual con el príncipe.

A partir de aquí, el diálogo entre el rey y el Consejo, deberá apoyarse
en la connivencia entre ambos. Ya ha sido suficientemente destacado, cómo
el príncipe es una parte imprescindible de estas asambleas representati­
vas 71, sin que se pueda llegar a hablar de un enfrentamiento entre ambos.
Su mutua identificación, es un hecho común que puede constatarse en otras
monarquías. El Consejo no es una excepción a este problema, pues, también
de la fusión con el rey, depende el buen funcionamiento de la institución,
entendiendo este funcionamiento como el recíproco ensamblaje y compro­
miso en el gobierno.

El reyes una pieza funcional del orden político de la república, de ahí,
la tarea de reinar, como un imperativo de oficio, deba servir a sus necesida­
des 72. Expresamente menciona esta función don Agustín Alvarez de Toledo,

(69) Santiago Rodríguez, M. "Cartas del Conde-Duque de Olivares escrrtas después de
su caída", Rev. de Are. Bibl. y Museos, junio-diciembre, (1973), t. LXXVI, 2, p. 371.

(70) García Pelayo, M., Del mito y de la razón en la historia del pensamiento político,
Madrid (1968).

(71) Major, A. R. Representative goverment In Early Modern Europe France, New Ha­
ven (1980).

(72) Cfr. Bossy, "El carácter del catolicismo Isabelino", CnSlS en Europa, op. cit.
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cuando afirma, con respecto al Consejo de Estado, que" ...representa de tal
manera (al príncipe) que es una misma cosa" 73 El resultado de esta identi­
ficación provoca que la facultad del príncipe -la ejecución- encuentre el
vínculo correspondiente con su cuerpo de letrados, y es aquí donde se halla
una de sus principales garantías.

Aparte de este vínculo con el príncipe, el Consejo cuenta con otra serie
de mecanismos propios para garantizar su status político. Para este fin, a
través de nuestra documentación se deja ver cómo la "administración de jus­
ticia" es.a la vez un derecho y una obligación que lleve aparejada la defensa
de este mismo derecho jurisdiccional; es decir, con el ejercicio de esta pre­
rrogativa se está en condiciones de preservar el disfrute de los privilegios
que ello lleva consigo. También se demanda a Felipe IV el respeto a la nor­
mativa tradicional, como una verdadera cobertura que salvaguarda aquella
"administración de justicia". El resultado no es otro que el establecimiento
de una funcionalidad destinada a controlar al príncipe. A este respecto, Fer­
nández de Navarrete, sostiene que " ...si al poder de la monarquía falta el
prudencial socorro de los consejeros, viéndose con potencia absoluta, y sin
los grillos de las leyes, y sin el apoyo de consejos, está en peligro de despe­
ñarse por los precipicios del propio albedrío" 74 Es decir, el Consejo es la
herramienta de la comunidad destinada a hacer frente a posibles tendencias
"absolutistas", Tradición, por un lado, y sus propiedades/cualidades insti­
tucionales por otro, dan la legitimidad al Consejo para constituirse en re­
presentantes del reino y defensores de su interés constitucional.

Agustín Alvares de Toledo, sostiene que "De la antigüedad, grandeza y
cualidad de este Consejo (de Estado) no es necesario tratar, por haber pocos
o ninguno que no entiendan más de lo que se puede decir" 75, Este preám­
bulo acredita por sí mismo el carácter supremo de la institución. Los tres
atributos de que se reviste el Consejo legitiman su tarea asesora y de gobier­
no. De estas palabras se desprende la alta estima de dicho tribunal desde
el punto de vista de la opinión, alcanzando un status supremo para el común.

La "Relación Política"; sobre este punto, corrobora el sentir de Alvarez
de Toledo, pues, dignidad y antigüedad son los dos atributos que dan fe de
su supremacía como institución; la cual se transforma inmediatamente en
una operatividad de gobierno. El origen, pasado heroico, y la tradición, jun­
to con el favor de los monarcas hispanos a lo largo de su historia, se encar­
gan de dignificar a los Consejos; una dignificación que, en principio, debe­
ría evitar cualquier ataque "absolutista". Como vemos, no sólo el súbdito
encuentra su dignidad por relación al grupo al que pertenece, sino que, tam­
bién la institución, puede vanagloriarse de ella, lo que, inmediatamente le
proporciona la consiguiente posesión y disfrute de derechos y privilegios.
En efecto, no son sólo los consejeros los que demandan estos beneficios, si­
no que, también lo hace el Consejo basándose en su honra y grandeza.

Esta dignidad, la obtuvo cuando se originó la monarquía, al coincidir
su fundación con la del rey: " ...siendo (el Consejo de Estado) tan antiguo co-

(73) Op. cit.

(74) Conservaclón de Monarquías y Discursos POlítlCOS, Madnd (1982), p. 35.

(75) Op. cit.
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mo los mismos reinos, pues desde el principio que los hubo, y reyes en ellos,
le tuvieron por único presidio para conservarlos, y como dijo Platón por án­
cora firmísima de que depende todo el provecho o daño de la república" 76.

Estos argumentos también son utilizados por el Consejo de Castilla con los
mismos fines: fundir en una unidad indisoluble rey y Consejo. Por tanto, al
tándem rey-reino, se agregan los Tribunales como mediadores para instru­
mentalizar los intereses del mundo eminentemente corporativo que agluti­
na el regnum. Tal legitimidad histórica lleva, por consiguiente, implícitas
las coordenadas que deberían conformar la realidad de la monarquía. Efec­
tivamente, el Consejo es el guardián de los actos de gobierno: "La grandeza
y cualidad es tanta que, como dijo Sócrates, es alma de la república que mi­
ra siempre por ella, y de que depende principalmente la conservación, segu­
ridad y aumento de los reinos, y de su buen gobierno" 77. Parecidos argu­
mentos se encuentran también en nuestro pensador Santa María, igualmen­
te con respecto al Consejo de Estado 78 0 Sin duda, el Consejo, como parte
preeminente en la república, por sus propiedades institucionales, debe ca­
nalizar la política y las decisiones de la corona. Ello, viene atestiguado por
la tradición, puesto que, con su " ...autoridad y disposición se gobernó siem­
pre la monarquía de España" 79 0 El rey y, por supuesto, el valido, deben te­
ner presente que es el Consejo el que debe compartir con ellos las tareas
de gobierno, rechazándose cualquier otra forma de asesoramiento que pu­
diera imponerse por medios no "lícitos", extremo al que son especialmente
sensibles las cortes, tal y como se nos reseña en un nuevo papel que circuló
entonces: "Todo en Roma fue vendible, enfermedad natural, y arraigada en
las más de las cortes, su daño grande, fácil el remedio, no saberse con quién
comunicar el rey el negocio en que hallarse dudoso, y esto le detiene para
que no se conformara luego con el parecer de sus Consejos, camino derecho
y cierto para acertar. Si el príncipe lo desea, vaya por él, aseguro lo conse­
guirá feliz y gloriosamente ofreciéndose aquellos casos dudosos" 80. A la cor­
te se le reprocha que el monarca opte por otras formas de gobierno. Una
realidad que se denuncia y que responde a una situación en la que Madrid,
se ve sometido a un conjunto de opciones, individuales y colectivas, que pug­
nan por su consiguiente protagonismo político. Este es una tema de suma
importancia que caracteriza el semblante de la corte de los Austrias en el
siglo XVII y que refleja la lucha ente una alternativa individual, representa­
da por lo que se denomina de forma peyorativa, como el "advenedizo", que
encuentra su apoyo en el núcleo de poder conformado en torno a palacio,

(76) tu«
(77) lbid.

(78) De forma similar sostiene con respecto a este Consejo que "Es Consejo de paz y
guerra y es alma de la repúblíca y el áncora donde pende la estabilidad y firmeza del estado
del Rey y del Remo, el perderse o conservarse en paz y justicia", op. cit. por Maravall, J. A.,
La teoría... p. 290.

(79) "Relación política...", op. cit.

(80) "Discurso sobre los privados y cómo ha de gobernarse el príncipe con ellos", B.
N. Mss 17.772.
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en lo que se ha venido en denominar un "lugar de artificio" 81; y, otra cor­
porativa, afincada en los intereses del régimen polisinodial y la nobleza. Aquí,
haciendo alusión a este sustrato, se deja constancia de la oportunidad, debi­
da a su cualificación institucional, de la consulta.

Si es cierto que, normalmente, no se impone el deseo-opinión a través
de la consulta, de esta instituciones 82, no lo es menos que sí se impone el
acto de consultar. Este recurso/vía, lleva implícito una serie de compromi­
sos que desde el mismo instante de llevarse a efecto vinculan al soberano
con la institución. En efecto, con dicho acto, se reconoce implícitamente la
autoridad del Consejo conjuntamente con las distintas competencias y pre­
rrogativas de que disfrute. Junto a ello, el lenguaje establecido en función
de estos atributos también se preserva. La obligatoriedad de la consulta, y
su consiguiente defensa, debe ser entendida en este mundo de contrapresta­
ciones, siendo en él en donde adquiere importancia como garantía de su or­
den político. No debe de sorprendernos, por tanto, que la opinión del Conse­
jo a través de la consulta, no sea vinculante desde un punto de vista jurídi­
co. Es el consenso y equilibrio de fuerzas conformado por la tradición, los
que marcan la voluntad del soberano en el momento de sopesar la opinión
de estos tribunales. Si la misma aplicación del cuerpo de normas jurídicas
lleva implícita una serie de valoraciones éticas y racionales, impuestas por
un derecho natural marco a partir del cual se estatuye el ius commune ",
es lógico que algo semejante suceda con los Consejos a la hora de aplicar
su voluntad de gobierno y sus decisiones administrativas y judiciales, y que
tales valoraciones se introduzcan modificando el hacer del Consejo. La nor­
mativa que regula el funcionamiento del tribunal puede ser, en efecto, mo­
dificada por decreto real. Mas, ello, lleva en sí un problema de distribución
del poder en el que esta modificación llega después de haberse ponderado
las mencionadas valoraciones éticas, racionales, políticas y de gobierno, en
función de las relaciones de fuerza mantenidas con el reino 84.

A partir de la unidad entre el rey y el regnum se conforman las reglas
del juego, siendo en el discurso político en donde se elabora la relación de
fuerza que se mantendrá entre ambos. Es en este equilibrio en donde la cos­
tumbre como norma no escrita adquiere su poder. Sobre este tema, Fernán­
dez de Navarrete, afirmó lo siguiente: "En todas las ocasiones aguardaba
(el emperador Honorio) el parecer del Senado"; a lo que añadía: "Y no por
esto se quita que la última resolución no penda de la voluntad del príncipe
(...) De suerte que sólo reservó para su determinación lo que los jueces y mi­
nistros inferiores por dificultoso, dejando a su resolución todo los de­
más" 85 Finalmente, sostiene que "Y aunque los príncipes que tienen gobier-

(81) Levy Peck, L., op. cit., p. 45.

(82) Como excepción a esta idea se ha presentado el caso de Juan de Santa-María, quien
considera tirano al monarca que desatiende la opmión del Consejo, Vid., Maravall, J. A., op.
cit.; YPérez Prendes, J. M., "Cortes de Castilla y Cortes de Cádiz", Rev. de Estudios PolítICOS,
126 (1962), p. 420.

(83) Clavero, B., "Notas sobre el derecho terntorial castellano, 1367·1962", Historia, InS­
tituciones, documentos, 3 (1976), pp. 143·165.

(84) Parker, D., op. cit., p. 84.

(85) Op. cit., p. 36.



EL CONDE-DUQUE DE OLIVARES Y LOS TRIBUNALES DE LA CORTE 25

no monárquico, y no democrático o aristocrático, no están obligados a se­
guir precisamente en todas las materias el parecer de los consejos, con todoeso para apartarse de ellos, y excusarse de culpa en materias graves, es ne­
cesario que las razones que les movieren a lo contrario, sean evidentes, mi­radas y aprobadas con particular atención por otro varones prudentes" 86 0

Por tanto, consenso y mutuo compromiso son los que deben determinar las
resoluciones de la corona.

La aprobación que una disposición ostente en la república, capacita alsúbdito para descalificar las acciones de gobierno y conformar una oposi­ción. Son numerosos los escritos que se ocupan de delimitar los requisitos
y propiedades que deben tener cada mandato, orden, decreto, tanto desde
un punto de vista ético como político, a fin de obtener la justicia comúnmente
aceptada. Temas como impuesto justo-injusto, por ejemplo, llevan en sí el
prurito de destacar la opinión común y legítima, aceptada a partir de unainicial "justa causa" 87.

Felipe IV, durante el gobierno de Olivares, pudo comprobar cómo la corte
le argumentaba una y otra vez estos conceptos ante las puertas de palacio.
Costumbre y común opinión se enlazaron para descalificar las novedades
del poder "absoluto" del conde-duque. Así, lo expuso Agustín de Castro en
1639, haciéndose eco de lo que en la corte se estaba debatiendo con respecto
a la costumbre: " ...es gobierno más natural porque llega la costumbre a ha­
cerse naturaleza, pues qué mayor conveniencia que hacer naturaleza la ley
y que esté tan fija en el vasallo que la ha de obedecer, que la siga como natu­
raleza suya y no como precepto"; los beneficios que de ello se despreden son
que" ...es más amable el gobierno de costumbre porque como la ley sea siem­
pre yugo siempre se sienten de ella los que la obedecen, pues la costumbre
mí rase como cosa propia, luego vendrá a mirarse la ley no como yugo quepesa, sino como dictamen que se ejecuta haciendo ley de la costumbre" 88,

El respeto a la costumbre lleva consigo, el respeto a uno modos y nor­
mas con los que el conde-duque se enfrenta al impulsar la reforma a partirde la voluntad soberana. Yel principal representante de la costumbre no
es otro que el régimen polisinodial. La tradición les faculta para defender
su participación en los "negocios de Estado". Participación que se integraen un orden jurídico-político que alberga los derechos del regnum. Las de­
mandas que los tribunales de la corte efectúan durante el gobierno de Oliva­res, se integran en la idea de que ellos son los representantes cualificados
del común. Esta representación se aglutinaba en un conjunto de interesesjurídico-políticos fragmentados que se construyeron a partir de un princi­pio común: el privilegio; y se moldearon a partir de una relación con el prín­
cipe común: contractual. Son por tanto, principios jurídicos y de gobiernolos que conforman los poderes del regnum. Siendo instrumentos de dicha
representación, en sus manos se deposita la tarea de ser sus guardianes. Co­
mo ha sostenido el prof. H. G. Koenigsberger, la idea de representación ya

(86) [bid. p. 37.

(87) Beneyto, J., "Sobre la literatura fiscal en la España Moderna", A. H. D. B., (1971),pp. 141-147.

(88) Proemiales Políticos (1639).
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no se refiere a comunidades individuales o corporaciones, sino a la totali­
dad de las instituciones de un país 89. En Castilla, esta idea tiene su aplica­
ción en el régimen polisinodial, cuyos tribunales, como poderes de facto, con­
forman la representación del reino tomando como base unos principios
jurídico-políticos que integranlos derechos del común.

Competencias del Consejo

Son sus competencias las que proporcionan al Consejo la capacidad de
constituirse en representante cualificado del reino. Entre 1621 y 1643, los
atributos del Consejo están presentes en los papeles que circulan por la cor­
te. Uno de los principales problemas que aflora en el debate, es la autoridad
de los tribunales, la cual les es específica, y sobre cuya base se configura
su actividad. A partir de ella, se genera la interdependencia con el príncipe
que da origen a un pacto de carácter teórico. Pero, este pacto encuentra su
aplicación en el discurso político: cada tribunal tiene la tarea de preservar­
lo pues de ello depende la pervivencia de la opción constitucional del reino.

Las facultades del soberano, merced al mantenimiento de una relación
contractual, podrían incluso ser supervisadas por los Consejos. En la "Rela­
ción Política", así se defiende: "Eran éstos (serenísimo señor) aquellos éfe­
sos cuyas sentencias inapelables eran veneradas del Senado de Esparta, y
de la potestad tribunicia de Roma, que a sus contadísimos decretos se suje­
taban aun las deliberaciones reales". Aunque, como vimos, antes se aludía
a la antigua Roma de forma peyorativa, es frecuente la apelación a la Repú­
blica Romana para defender un tipo de constitución conciliar. Al contrario
de lo que sucedía en Florencia, por ejemplo, en Castilla este recurso no lle­
vaba en sí sentimientos antimonárquicos, sino que al contrario, con él no
se pretendía sino atraer a Felipe IV, y con él a la corona, en pos de un com­
promiso pactista 90.

Como "vigilantes" del soberano y defensores del bien de la comunidad,
son por sí mismos los guardianes de posibles tendencias "absolutistas". Se­
gún Fernández de Navarrete, "la aprobación de los Consejos califica las ac­
ciones reales" 91, Puesto que, en palabras de López Madera, no consiste en
otra cosa la tiranía que" ...en hacer los príncipes su voluntad, sin sujetarse
a la razón y derecho" 92; además, siendo"...1os príncipes parte de la repú­
blica, y en cierta manera sujetos a ella, como instrumentos de su conserva­
ción" 93; el príncipe llegaría a ser tirano si desatendiera la razón y el dere-

(89) Sobre este tema sostiene que, "The idea of representation was now gradually WI­

dened to cover not just individual comrnunities or corporations, such as individual cathedral
chapters or individual emes, but the totality of such institutions within one country: the esta­
tes of the clergy, of the nobility, even the estate of the peasant", op. cuy. p. 22.

(90) Baron, H., The crisis of the early Italian Renaissance, Prmceton (1965).

(91) Op. cit., p. 34.

(92) Op. cu., por Maravall, J. A., Teoría ..., p. 405.

(93) Saavedra Fajardo, D., Empresas Políticas, Madnd (1976), t. I, p. 224.
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cho de los Consejos, Si al conde-duque, se le califica como "tirano", lo es
por cuanto que olvida esta "razón", y este "derecho".

Conformando una unidad el rey y su cuerpo de asesores, su interdepen­
dencia debe plasmarse en una colaboración recíproca. Por ello, a Felipe IVse le pide que sea " ...V. M. servido de entrar y hallarse en este Consejo siquiera una vez al mes, o cuando se tratase de algún grande e importante ne­
gocio" 94. Por tanto, la institución necesita del soberano para que su auto­
ridad y prestigio se mantenga y con ello, para que no sufra de un ostracism- _
mo de gobierno. Se trata, en definitiva, de mantener una interdependencia
constante que garantice la participación del Consejo, evitando que el sobe­rano dispusiera sus actos si tener en cuenta a sus tribunales. La inactivi­dad, es el primer peligro con el que se puede enfrentar el Consejo, de ahíque se recomiende al monarca que se haga" ...consejo ordinariamente, o por
lo menos tres veces cada semana" 95. A partir de aquí, se le pedirá, como
obligación, a Felipe IV recurrir al Consejo: "En pedir su Majd. parecer so­
bre cosa tan importante demás de descubrir sus santas y piadosas entrañas,
es también cumplir con la obligación real a quien no sólo por congruenciasino también por necesidad, toca el pedir consejo en los negocios arduos,
porque con eso tienen los reyes muchos oídos, muchos ojos, muchos pies,y muchas manos» 96. Un argumento semejante también utiliza Fernández de
Navarrete en el que insiste sobre la obligación real de acudir al consejero 97.

La preparación y formación de los consejeros es otra cualidad en la quese insiste en la corte. A partir de ellas obtiene el Consejo la capacidad para
estar en condiciones de establecer el diálogo con el soberano. La prepara­ción y la experiencia, se esgrimen en este sentido: "Habiéndose visto y con­ferido las causas no puede dejar de aceptarse negocio conferido entre tangrandes talentos, unidos en calidad y amor de la república" 98. Sin embar­
go, no se trata sólo del consejero, sino que la propia institución es la que
tiene las competencias necesarias para coparticipar en el gobierno con elpríncipe. En el siglo XVI, Furió Ceriol, explicaba la funcionalidad del Con­
sejo, de la siguiente forma: "El Consejo del príncipe, es una congregación
o ayuntamiento de personas escogidas para aconsejarle en todas las concu­rrencias de paz y de guerra con que mejor y más fácilmente se le acuerde
de lo pasado, entienda lo presente, provea lo porvenir, alcance buen sucesoen sus empresas, huya los inconvenientes" 99. Es, por tanto, esta "congrega­
ción" o "ayuntamiento", los que poseen las cualidades institucionales para
participar en el gobierno. Además, " ...siendo amigos de la verdad y teniendo
libertad de tratarla de más amor cumplido con su ministerio se pueden pro­meter de sus Consejos grandes y propios sujetos; túvolos tales la república

(94) "Discurso de don Agustín Alvarez..."

(95) ¡bid.

(96) "Discurso sobre una consulta..."

(97) De este modo, sostiene que" ...es asimismo cumplir con la obligación real, a quienno sólo por congruencia, smo también por necesidad, Incumbe el pedir consejo en los negociosarduos: porque aunque el imperio no admite compañia debe admitir consejo", op. cit., p. 31.
(98) "Discurso sobre una consulta..."

(99) El Consejo y consejeros del principe (1559), p. 1.
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romana" 100. Retomando como legitimación de nuevo la república romana,
los Consejos al ser además, experimentados en el ejercicio de esta "liber­
tad", pueden construir una "opinión" cualificada, conservando a partir de
ella la aptitud de que se proyecte en el espacio político.

Impedir el libre desenvolvimiento de la consulta, el libre quehacer de
un sistema colegiado, ataca su naturaleza y razón de ser, pues, con ello, se
impide que la opinión consensuada, como represetante del interés del rei­
no, salga a la luz. De este modo se impediría que el Consejo coparticipara
en la resolución de las "materias de Estado". Dicha "libertad", lleva en sí,
por tanto, la aptitud del Consejo para ser partícipe en las decisiones de go­
bierno.

A Olivares, se le acusa de haber interferido en las consultas, gracias a
su poder "absoluto", manipulando a los consejeros: "No baja decreto del rey
a ningún Consejo, que se ejecute si no lleva la contraseña del que gobierna:
y así pueden llover decretos, como sin ella no se cumplirá ninguno: y como
por la mayor parte todos cuantos decretos y órdenes da su Majestad... de
su motivo se puede creer y es cierto son justos, como nacidos de su ánimo
piadoso y real, síguese que lo justo no se cumple, y queda la puerta franca
para lo injusto, cruel y temerario" 101. En esta cita se encuentra la clave por
la que el conde-duque fue rechazado: su control y libre quehacer de la sobe­
ranía, al no tener en cuenta la consulta, en su papel de reguladora de las
relaciones con el monarca. De ahí que, la consulta, deba mantenerse en su
justo punto de "libertad" para ser susceptible de convertirse en vigía de los
atributos de gobierno de los tribunales, en donde hemos de destacar la co­
participación.

El Consejo Real se arroga para sí un papel destacado en esta copartici­
pación. A Felipe IV se le recomienda: " ...conviene poner grande estudio y
diligencia en dar mayor autoridad a éste (Consejo de Castilla), que es la fuente
de los demás, porque mientras fuere mayor será inexpugnable el presi­
dio" 102. Cada tribunal debe ser respetado en su jurisdicción, pero, el Con­
sejo de Justicia, goza de una preeminencia debido a que representa la juris­
dicción real, eso sí, ostentada como un privilegio en un mundo atomizado
desde un punto de vista jurisdiccional 103. Por tanto, si existe un sustrato co­
mún entre todos los miembros del régimen polisinodial -el privilegio-, el
Consejo de Castilla, se apoya en una relación "especial" con el monarca. Sin
embargo, esta preeminencia, no le capacita para interferir en la labor de otro
tribunal. El Consejo de Ordenes, así lo expone una vez caído el conde-duque,
en 1644, con motivo de una competencia de jurisdicción entablada con el tri­
bunal de Castilla: "Aunque el Consejo Real de Castilla sea el mayor de los
tribunales de justicia y a quien éste venera por tal, pero no por superior en
la jurisdicción que toca y pertenece a este Consejo privativamente desde que
se fundó por los señores reyes Católicos, no se ha visto revocar sus autos
en el de Castilla, ni mandar a los ministros inferiores los dejen de ejecutar

(100) "Discurso sobre las materias de gobierno de Feo. de Jesús", B. N. Mss. 8.512.

(101) "Enfermedad de España..."

(102) "Discurso sobre una consulta..."

(103) López Rey, M., op. cit.,
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ni lo puede hacer" 104. La preeminencia del Consejo Real tiene su razón en
la distribución de la "autoridad" que a cada uno corresponde. Esta función
reguladora del Consejo, se puede constatar en su papel de supervisor en úl­
tima instancia de los demás tribunales a través de visitas y
residencias 105; también merced a su participación en los conflictos de com­
petencias "por las que se declaraba el alcance jurisdiccional de cada uno
de ellos" 106, Si bien, esta última prerrogativa, desde la creación de la Jun­
ta de Competencias en 1625, y a pesar de que un consejero de Castilla entró
a formar parte de este comité, pasaría a ser controlada por aquélla.

La consulta, por tanto, es a la vez una facultad, un derecho y un privile­
gio. Estos atributos se transforman en una herramienta por cuyo medio no
sólo se está en condiciones de defender los intereses institucionales del Con­
sejo, sino los corporativos del consejero. Una forma de atacar este entrama­
do de intereses, era agredir el sistema colegiado.

Olivares, por un decreto de 9 de diciembre de 1629, solicitaba una ma­
yor premura en el despacho, reprochando al Consejo de Castilla sus dilacio­
nes y retrasos: "La dilación con que corren algunas veces el despacho del
Consejo de que he tenido diversas quejas se ocasiona entre otras cosas de
lo que se alargan en sus votos los del Consejo, siendo tan ajeno de hombres
de su puesto y partes gastar tiempo en discursos pudiendo sólo ceñir sus
votos a lo sustancial de la resolución, y aunque lo he advertido al Consejo
no veo hoy enmienda a lo que tanto necesita della, y y así me ha parecido
encargaros que leyendo esta orden en el Consejo le digáis que me deserviré
infinito de que continúe la prolijidad con que hoy se vota, pues no sirve sino
de hacer los negocios inmortales, y no dar en el despacho de los que le tocan
que es justo" 107, Ante estos reproches de Olivares al sistema colegiado, los
papeles que circularon por la corte se encagaron de mostrar al valido y a
Felipe IV la legitimidad de la consulta. Por su parte, respondió directamen­
te con el soslayo de órdenes como ésta, como un medio para preservar su
participación "cualitativa" en el gobierno. Unos años después, en 1637, en
un memorial sobre reformación que Olivares entregara a Felipe IV, se que­
Jaba el valido de esta falta de obediencia de los ministros: " ...en querer sus
ministros, digámoslo modestamente, no querer ejecutar a la letra las órde­
nes de V. Majd. queriendo hacer mayor servicio" 108; un "mayor servicio"
que se identificaba con los fines del Consejo. Sin embargo, ante el reiterado
incumplimiento de los ministros, el conde-duque continuó con su política
reformista.

De este modo, cinco meses después de la anterior disposición, el 21 de
mayo de 1630, Olivares insiste en el tema advirtiendo que "Como no se guar­
da por todos los del Consejo la orden que tengo dada de que se aproveche

(104) B. N. Mss 6.750.

(lOS) De Dios, S., op. cit., pp. 294 Y 3S0.

(106) lbzd. p. 374.

(107) AHN, Consejos, leg. 7.136.

(lOS) El1iott, J. H., Y De la Peña, J. F Memorzales y cartas del Conde-Duque de Olivares,
Madrid (19S1), 1. Il, p. 155.
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bien el tiempo que se asiste en él, excusando el orar y votando con precisión
y brevemente, me ha parecido volver a ordenar a vos el obispo de Solsona
que a los que tuvieren por costumbre exceder en esto les advirtáis que lo
enmienden de aquí adelante, poniendo particular cuidado enello, porque me
causaría sentimiento que fuese necesario volverlo a decir otra vez, siendo
tan de mi servicio, y del bien público el cumplirse" 109. Con medidas como
esta, el conde-duque no estaba pidiendo sino la transformación de la natu­
raleza del tribunal.

Con el obstinado incumplimiento de estas peticiones del valido, el Con­
sejo, pretendía mantener su capacidad intuitiva con relación a sus atribu­
tos gracias al sistema colegiado. En estos atributos hemos de incluir la posi­
bilidad de detener una disposición por iniciativa propia, tal y como ocurrió,
por ejemplo, con la pragmática de los precios de 1628 11°.

Sin embargo, el conde-duque no se arredró por estas dificultades, y co­
mo respuesta a la repetida desobediencia de las órdenes reales, un año des­
pués, el 11 de septiembre de 1631, introdujo una reforma en la funcionali­
dad de los Consejos. Esta se elaboró con miras a obtener una mayor agili­
dad y rapidez en el despacho. Durante los reinados de Felipe II y Felipe III
era costumbre que los secretarios, u otras personas, certificaran en papeles
suyos las resoluciones, formándose y entregándose los despachos en virtud
de estos últimos. Ahora, se establece la correspondencia entre los secreta­
rios a fin de facilitar el despacho entre ellos: " ...es mi voluntad que de aquí
adelante en los (Consejos) en los que hay secretarios y en las juntas fijas que
lo tienen, avisando el secretario de cualquiera de estos tribunales o juntas
que por consulta hecha conmigo en tantos de tal mes y año he resuelto cosa
cuya ejecución toque a otro Consejo o junta se dé por el secretario a quien
tocare el despacho necesario sin aguardar orden ni decreto mío..." Con res­
pecto a los secretarios de Estado se establece que, cuando"...otro secreta­
rio avisare a alguno de los de Estado de resolución de despacho cuya resolu­
ción toque al secretario de Estado ofrezca mostrarle la consulta original de

(109) AHN, Consejos, leg. 7.136.

(110) En 1627, las ciudades del reino habían enviado sendas cartas al Consejo de Casti­
lla en las que representaban el "miserable" estado en el que se hallaban. El Consejo en consul­
tas de 23 de Julio y de 2 de agosto presentó a Felipe IV este voto común de las CIUdades. Pero,
el soberano, contestando a la consulta del día 23, aprobó la pragmática de los precios. Sin em­
bargo, el Consejo suspendió la publicación "por haber mostrado poca confianza de tener efec­
to" En la consulta del día 2 de agosti, pasó al tribunal de Castilla a comunicar al monarca lo
siguiente: " ...y cuando la materta no fuera de tanta gravedad y importancia como es la de los
precios, noes Justo se resolvieran, m resolverá el Consejo a promulgar ley no sólo contra el
concepto e inteligencia que V. Majd. tiene en este caso, pero m aún con sola su permisión real,
así por la veneración que el Consejo debe al sentimiento y juicio que V. M. hace en todas mate­
rias, como porque sin su expresa aprobación no puede quedar el Consejo con satisfacción en
sus derechos, ni podrá prometerse en ellos segundad, y SI en las leyes que se publican de co­
mún acuerdo y voluntad de V. M. suelen los accidentes que sobrevienen y no pudiendo preve­
nirse impedir su ejecución entrando en ésta con desconfianza V. M. y rehusando en CIerta ma­
nera ser el autor, habiendo de ser el principal ejecutor por lo que sólo puede revocarla, no pue­
de esperar buen suceso, smo desautoridad de quien la hIZO, y así se debe reparar mucho en
hacerla si no se entra con firme resolución en conservarla...", "Consulta de 27 de jumo de 1628",
AHN, Consejos, leg. 7.137. Sobre el tema vid., Elliott, J. H. The Count-Duke of Olivares. The
Statesman In an Age of Decline, Yale (1986), p. 100. Rodríguez Molina, J., Martínez Plaza. M.,
Cuevas Mata, J., "PrecIOS y salarios en Jaén en 1627. Pragmática de Felipe IV", Chronica Nova,
15 (1986-87), pp. 365-448.
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donde hubiere emanado la tal resolución, si la quiere ver el de Estado..." !ll.
No debe de ser ajena a esta excepción la comunicación directa que mante­nía el secretario de Estado con el secretario del Despacho Universal y a tra­
vés de éste con el soberano. Aún, un nuevo decreto de 4 de diciembre delmismo año, aclaraba que en los Consejos en los que nos hubiese secretario,
sería el presidente o gobernador del Consejo quien se correspondería conlos secretarios de otros tribunales 112.

Con este decreto, el Consejo de Castilla se ve atacado en su dignidad.Por una parte, los secretarios construían así una vía de operatividad por símismos, soslayando a la institución; mientras que, por otra, la tradicional
correspondencia entre el presidente de Castilla yel monarca se veía dañada.

El Consejo, en consulta de 12 de enero de 1632, se queja en los siguien­tes términos: tI •••considera que la inmediata correspondencia que el presi­
dente del Consejo con V. M. se le quita en gran parte por este camino con
tan gran diferencia como haberse de corresponder con los secretarios deotros Consejos quien sólo se correspondía con V, M." 113 A la presunta bre­
vedad en el despacho que argumentara el valido, se contrapone lo siguiente:
tiA esto se añade que la introducción de la correspondencia entre los secre­tarios se funda en la brevedad del despacho, porque corriendo de una secre­taría a otra tendrá mayor brevedad del despacho, pero en el Consejo no pue­
de ser así porque los despachos que se remitieren al presidente ni los despa­cha él, ni aun los manda despachar, los que tocan al Consejo todos vienen
a él, y se ven en él, y vistos se hacen los despachos, con que respecto de los
que corren por el Consejo no se adelanta tiempo". A continuación, descubre
las verdaderas razones de oposición: "Ultirnamente representa el Consejo
a V, M. que los despachos que tocan al Consejo siempre se resuelven en ély no podía ser conveniente para el servicio de V. M. que viniesen acordados
o resueltos por otros Consejos o juntas, con que apenas habrá caso en quesea necesario la correspondencia del presidente con los secretarios de losotros Consejos y cuando haya alguno pues no se ha experimentado inconve­
niente para dejar de continuar V. M.la merced que hace al hacer novedad",

Los problemas en torno a la expedición afectaba a otras instituciones:las juntas. Sin duda, uno de los medios utilizados por el conde-duque en sugobierno que más ataques y rechazos provocó fue el de estos comités. Con
ellos, el valido buscaba dotar de una mayor agilidad y expedición a las reso­
luciones de gobierno. Pero, la corte respondió con su más absoluto rechazo.
Se las considera como las culpables de la pérdida de autoridad de los Conse­
jos. Así se expresaba la "Relación Política"; tI •••entre la antigüedad de los Con­
sejos (introdujo) la novedad de las juntas, formándolas en manera que noconociesen otra oculta dependencia que la de su voto. Dejó la polilla para
que corrompiese las fuertes tablas de los autorizados bancos de aquellos sa­cros tribunales". Que decisiones de gobierno se fraguaran en las juntas. junto

(111) B. N. Mss. 11.326. J. A. Escudero, siguiendo a Dánvila, recoge sendos decretos de30 de agosto de 1631; y otro de 11 de septiembre de 1630, sin mencionar en este caso la fuente,fecha que no coincide con la que aquí aportamos. Los secretarios de Estado y del Despacho, Ma­drid (1976), T. n. p. 491.

(112) AHN, Hacienda, lib. 7.885, fol. 119.

(113) tua, Consejos, lego 7.136.
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con la naturaleza comisarial de estos organismos, son las causas principa­
les que dan origen a su rechazo en la corte. El desplazamiento del Consejo
que como consecuencia se produce, en cuanto que defensores del "bien co­
mún", provoca que estos comités se interpreten como una herramienta en
manos del valido para conseguir sus "finés" "absolutos": " ...no se convocan
en otra parte (las juntas) sino en el cuarto del conde, que era el primer móvil
de este cielo, el cual después del motu general y natural daba el vigor" 114.

En efecto, a través de nuestra documentación se puede comprobar cómo con
la creación y/o impulso de estas juntas, el conde-duque conseguía que la par­
ticipación fuera bloqueada, pues ni los Consejos, como sus naturales repre­
sentantes, podían llevarla a efecto, ni las juntas, debido a su dependencia
directa del valido. Así, que el discurso volviese a los tribunales, será una de
las demandas más sentidas:

"reformad de tanta Junta
y conciliábulos secretos
y devolved los discursos
a los nativos Consejos" 115

Por otra parte, aquí se alude a otros de los problemas que preocupó es­
pecialmente a Olivares y que fue identificado con las juntas: el secreto 116.

Cuando el conde-duque quería que un asunto no saliera a la luz pública lo
encomendaba a estos comités. En 1627, por ejemplo, se le encomienda a una
junta un negocio secreto, sobre el que se le concede jurisdicción privati­
va 117. En 1632, otra junta que había emitido una consulta secreta, se le or­
dena que se despache "por la parte más secreta sin que se publique en la
junta, porque "el secreto importa infinito, y para que se guarde, es servido
su Majd. se ejecute por la vía más reservada" 118. De esta forma Olivares
conseguía aislar el poder ejecutivo del concurso de los consejeros.

Frente a este protagonismo de las juntas, por su parte, el Consejo de Cas­
tilla, defendió su bagaje judicial frente a la impericia de estos comités. En
consulta del 26 de abril de 1630, así lo corrobora con motivo de la preten­
sión de don Lorenzo de Mendoza de fundar un monasterio de las Ordenes
Militares; tema que está siendo estudiado por una junta: " ...no pueden ser
más auténticos para el informe otros papeles que el proceso hecho judicial-

(114) "Relación PolítIca..."

(115) "Romance a S. M. en que se le advierte cómo ha de gobernar sus Remos después
de la caída del Conde-Duque", B. N. Mss 4.147.

(116) Vid., Kantorowicz, E. "Secretos de Estado", Rev. de Estudios PolítICOS, 104 (1959);
op. CIt., por Fernández Albadalejo, "Iglesia y configuración del poder real en la Monarquía Ca­
tólica (SIglo XV·XVII)" en, Etat et Eglise dans la genése de l'Etat Moderne, Madrid (1986), pp.
209·216.

(117) El decreto de formación reza como sigue: "Juntárense luego en una posada con
vos el Cardenal Treja, mi Confesor, don Alonso de Cabra, y don Gil de Albornoz, y se tratará
de un negocio secreto que propondrá mi Confesor, y se me dará cuenta luego de lo que parecie­
re" El 5 de marzo de este mismo año, una nueva junta se reúne para estudiar un "negocio se­
creta", sobre los asentIstas. AHN, Consejos, leg. 7.130.

(118) B. N. Mss 6.750.



EL CONDE-DUQUE DE OLIVARES Y LOS TRIBUNALES DE LA CORTE 33

mente con intervención de las partes, ni quien tenga más autoridad para ha­cerla que el Consejo" 119.

Pero, no se quedaron aquí los cambios introducidos por Olivares. En efec­
to, cuando se daban desacuerdos y desavenencias en las votaciones, las con­
sultas se hacían interminables. Para evitarlo, el valido recurrió al "voto úni­
co" en e! Consejo para determinar e! caso pertinente. Así lo estipuló en 1639
con motivo de un litigio que mantenían las villas de Salvatierra sobre su exen­
ción. En un principio, se había encomendado la querella al conde de Casti­llo, quien había eximido a los lugares de dicha villa por 24.000 ducados. A
continuación, ésta pasó a contradecir la exención apoyándose en un privile­
gio del rey Alfonso XI, lo cual, una vez visto por el Consejo, y sin habersellegado a una resolución unánime, se remitió a uno de sus miembros, según
orden de Felipe IVo Ante este desenlace, el Consejo, elevó una consulta almonarca en la que defendía la forma tradicional de decidir los pleitos: " ...con­
forme a las leyes y al estilo inconcuso del Consejo y de todos los tribunales,
este pleito no se puede ver sino por lo menos por tres, y aunque Vo Majd.
como señor supremo de la jurisdicción puede alterar en esta parte lo dis­puesto por las leyes y por el estilo, pero no habiendo causa pública que obli­
gue a ello, tiene por más seguro e! Consejo que este negocio corra por la re­gla común de las leyes, mayormente hallándose V. Majd. interesado en elnegocio y pudiendo resultar deste ejemplar otros incovenientes que no se
podrían evitar se abriese esta puerta, pues muchos particulares querrían pre­
tender lo mismo y molestarían a V. Majd. y no puede ser conveniente que
en discordia de votos se ponga la sentencia y el suceso del negocio en sóloel parecer de uno" 120.

Como respuesta a estas medidas del valido, el Consejo en ocasiones fuemucho más agresivo, tal y como sucedía en 1626, cuando contraviniendo cé­
dulas y órdenes de Felipe IV, procedió contra el conde de Puñorrostro poralgunos excesos que se le imputaban. En esta ocasión la competencia se plan­
teó entre el Consejo y el valido, quien, como capitán general de la caballería,pedía e! conocimiento de la causa, la cual, finalmente se sometió a una juntaparticular 121.

Ante esta tendencia es fácil comprender que se insistiera por doquiersobre la necesidad de la consulta, y sobre sus cualidades, en detrimento de
estos comités, o cualesquiera otros métodos o vías de gobierno. En 1628, de­bido a unos pleitos sobre la hacienda que había dejado Diego de Yaguas, elConsejo argumenta que el caso no se había despachado debido a que se ha­bía sometido su conocimiento a una junta, cuyos miembros por ser de dife­
rentes salas, se veían obligados a detener el curso de otros muchos negocios
para atenderlo y, " ...aunque pudieran despacharlo después del Consejo (co­mo se acostumbra en cosas de este género) es hora incómoda, y después del
trabajo de las tres horas se juntan con mucha dificultad y con prisas y sue­
len tener otras juntas y ocupaciones. Y así, para la brevedad de! despachode este negocio y todos los semejantes parece que sería mejor corriese por

(119) AHN, Consejos, leg. 7.141.

(120) Ibid. leg. 7.155.

(121) Ibid. leg. 7.141.



34 CUADERNOS DE INVESTIGACION HISTORICA

las salas de justicia que se tocase..." En caso de no ser así, se aconseja a Feli­
pe IV que, tratándose de una obra pía la de don Diego de Yaguas, encomen­
dase todos los casos relacionados con estas obras a la Sala de Gobierno, pues,
de este modo se le podría siempre dar sala " ...y con esto se despacharían
con la brevedad que V. Majd. manda, y el inconveniente que se representa
de que podrían entrar jueces con menos noticia de la materia que los que
la tienen entendida es menor que el de la dilación y podría remediarse con
darles sala fija en la cual aunque se muda algún juez siempre quedan otros
con noticia de la materia" 122.

En 1639, con motivo de una competencia entablada con la Junta del Do­
nativo, el tribunal de Castilla, expuso que" ...10 que el Consejo tienen experi­
mentado es que en él se despachan todos (los negocios) con mucha mayor
brevedad que en las juntas por la dificultad con que los dellas se juntan" 123.

El desmantelamiento del tradicional curso del despacho y consulta por las
nuevas demandas de gobierno, es uno de los motivos que hay que añadir a
los que provocaron que saliera a flote toda una campaña de desacreditación
del valido en apoyo de la legitimidad de los Consejos.

En fecha tan temprana como 1621, don Juan López de Ugarte, en pala­
bras probablemente dirigidas al conde-duque, ya había defendido la expedi­
ción frente a las pretensiones de los consejeros: " ...no estamos en tiempo,
Señor, de disputar, sino de ejecutar; y por que la experiencia ha mostrado
el poco fruto que resulta de las disputas, con que se embaracan las buenas
resoluciones, siempre será de parecer que en las cosas tan justificadas y ne­
cesarias... no se pierda tiempo para la ejecución ni se admitan nuevas du­
das, y que, quando se ayan de tratar, sea por sujetos pláticas y desembara­
cados y no inclinados a la ambición que acarrean las letras de algunos, que­
riendo mostrar que saven lo que nunca trataron ni entendieron; de que se
sigue errarse en la aplicación de los sucesos por donde quieren juzgar y re­
gular los presentes, siendo muy diversos" 124, El asesoramiento defendido
por Don Juan López, está lejos de basarse en un cuerpo de letrados colegia­
do que tenga en sus conocimientos jurídicos el principal apoyo de su tarea.

Una de las dificultades con las que se tiene que enfrentar el consejero
durante el gobierno del conde-duque es precisamente que ahora no se le de­
manda su opinión construida a partir, de una serie de conocimientos jurídi­
cos. Como ha sostenido J. Beneyto, " ...este trabajo no es sólo de ejecutar;
han de poder igualmente decidir, porque no son simple instrumento, sino
titulares de una colaboración" 125. Es, por tanto, esta "titularidad", la que
al ser oradada provoca que el consejero pierda una de sus principales facul­
tades: la capacidad de construir decisiones elaboradas de gobierno.

La "opinión" del Consejo parte de una base político-institucional dota­
da de una red de compromisos y tradiciones que la califican. La significa­
ción que llega a alcanzar es explicable por el hecho de que detrás de ella es-

(122) Ibid.

(123) Ibid.

(124) González Palencia, A., La Junta General de Retorrnacion, Valladolid (1932), p. 115.

(125) Beneyto, J. "Burocracia y derecho público: la concrencia y los medios del Estado
en la España Moderna", Rev. de Estudios PolítICOS (1957).
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tá la capacidad del súbdito y/o reino para a través de sus representantes "po­
derosos" participar en los "negocios de Estado". En 1629, el Consejo Realdescribía así su aportación al gobierno: "Habiéndose visto y conferido lascausas no puede dejar de aceptarse negocio entre tan grandes talentos uni­dos en calidad y amor de la república...' 126 Es esta aportación cualificada
la que justifica que el Consejo ostente facultades de gobierno. Pero, lo que
Olivares demanda al tribunal se refiere a una "racionalidad" en función deunas necesidades de la monarquía, en términos de M. Fernández Escaln­
te 127, que desplaza la tradicional disposición de las instituciones.

Conclusión

El conflicto desarrollado durante el gobierno de Olivares tuvo un ori­
gen político de consecuencias constitucionales. Fue la naturaleza del ordenconstitucional la que fue sometida a debate y motivo de la disputa. Los mé­todos de gobierno del favorito de Felipe IV fueron rechazados porque ataca­ba el interés del súbdito, porque transformaban los instrumentos y mediosque el reino tenía para la defensa de sus privilegios y libertades. El Consejodesempeñó un importante papel como fiel representante de éstos. El Conse­jo disfrutaba además de una legitimidad ideológica coherente, la cual le ca­pacitaba para gobernar con el rey, como es propio de una relación contrac­tual. Es por medio de la consulta cómo el poder ejecutivo se vincula con elConsejo, evitando así que el poder del rey actúe independientemente y pu­diera tomar decisiones por sí mismo, y a partir de aquí pudiera llegar a serun poder independiente.

Si al rey se le reconocía un margen de maniobra, en el cual una inicial"extrema necesidad" podía justificar una medida de excepción, los gober­nantes utilizaron este margen para transformar las relaciones de poder, arro­gándose una extensión que en un principio no se le había concedido. Conse­cuentemente, el súbdito cada vez más obstinadamente reclamaría el dere­cho a emitir su opinión y juzgar la justificación de esta necesidad invocada.Es así cómo los Consejos emergen con una opinión cualificada acerca de una
materia tan significativa. A los gobernantes se les acusó de esquilmar losrecursos del reino en beneficio de aventuras políticas ambiciosas. Sólo elinterés del súbdito legitima la acción del gobernante. Este interés lleva con­sigo un bagaje constitucional. Indudablemente, fue la defensa de un contra­to la que emergió en cada uno de los puntos de conflicto con Olivares. Tantola reforma como su método de gobierno había ido por diferentes caminosde los que el reino deseaba.

Un conflicto constitucional, en el que un gobierno de mutua reciproci­dad ha sido opuesto a uno ejecutivo, fue el hecho más destacado que explicala final caída del favorito de Felipe IV.

(126) "Discurso de una consulta..."

(127) "Concentración del poder y voluntansmo en la Implantación del Estado Moder­no", Anales de la Universidad Hispalense, vol. XXVI (1966).


